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RECURSO 161/2026 
RESOLUCIÓN 186/2026 
 
 
Resolución 186/2026, de 30 de julio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por RCM 
Ibérica Barredoras Industriales, S.L. contra su exclusión del 
procedimiento de licitación del contrato de suministro de varios 
vehículos destinados al Servicio de Limpieza del Ayuntamiento de 
Valladolid y se inadmite frente a la propuesta de adjudicación del 
contrato (expediente n.º SPSC-SE 07/2026).  

 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- Por acuerdo de la mesa de contratación del Ayuntamiento 

de Valladolid de 4 de junio de 2026, se excluye a RCM Ibérica Barredoras 
Industriales, S.L. del procedimiento de licitación del contrato de suministro de 
varios vehículos destinados al Servicio de Limpieza del Ayuntamiento de 
Valladolid, expediente n.º SPSC-SE 07/2026. 

 
Este acuerdo se documenta en el acta de la mesa de contratación, que 

se adjunta al recurso, en la que consta que “Quedan excluidas las ofertas 
presentadas por los siguientes licitadores:  

 
»(…) RCM Ibérica Barredoras Industriales, S.L.  
 
»Lote 3: Una (1) máquina barredora de arrastre de 6 m3 de 

capacidad de tolva.  
 
»Este licitador ha sido excluido por el siguiente motivo: la 

memoria técnica incumple requisitos exigidos en el Pliego de Prescripciones 
Técnicas que rige la contratación. 

 
»La Mesa de Contratación, de conformidad con lo previsto en la 

Cláusula 16.B del pliego modelo, que establece que en la valoración de las 
ofertas económicas de los licitadores se procederá, mediante resolución 
motivada, a la no admisión de aquellas proposiciones que incurran en alguna 
de las causas siguientes, entre las que se encuentra, su apartado 13. Realizar 
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planteamientos que supongan un incumplimiento manifiesto de las condiciones 
del pliego de cláusulas administrativas o del de prescripciones técnicas, u otro 
documento contractual, así como el incumplimiento de la normativa aplicable 
a la ejecución del contrato, propone al órgano de contratación la no admisión 
de la proposición”. 

 
En el acuerdo de la Junta de Gobierno Local de 30 de junio, incorporado 

al expediente, consta también dicha exclusión. 
 
El acta recoge igualmente la propuesta adjudicación de este lote 3 a la 

empresa Interclym, S.A. 
 

Segundo.- El 25 de junio de 2026 D. yyy, en representación de RCM 
Ibérica Barredoras Industriales, S.L., interpone ante este Tribunal un recurso 
especial en materia de contratación contra la referida exclusión, en el que alega 
que no concurren los incumplimientos que motivaron tal decisión, puesto que 
la barredora comprometida cumple el pliego, de modo que “lo que se ha 
producido es una valoración errónea de la documentación aportada, corregida 
por un informe técnico especializado, que impide sostener válidamente la 
exclusión de la oferta de mi representada”. Entiende que, “incluso si se 
entendiera que existía alguna duda interpretativa sobre la documentación 
aportada -lo que esta parte niega-, procedía conceder trámite de aclaración o 
subsanación, sin que ello supusiera modificar la oferta ni incorporar 
prestaciones nuevas. La exclusión acordada incurre así en un formalismo 
excesivo”. 

 
Solicita que se anule el acuerdo impugnado, incluida también la 

propuesta de adjudicación, con retroacción de las actuaciones al momento 
anterior a la exclusión, a fin de que se tenga por válidamente cumplimentada 
la documentación administrativa y técnica aportada por la recurrente y se 
continúe el procedimiento con admisión de su oferta. Subsidiariamente solicita 
que, de considerarse necesario, se acuerde otorgar plazo de subsanación. 

 
Además, indica que, “De conformidad con el artículo 53 LCSP una vez 

interpuesto el recurso, si el acto recurrido es el de adjudicación, quedará en 
suspenso la tramitación del procedimiento”.  

 
Tercero.- Se ha recibido en el Tribunal el expediente y el informe al 

recurso del órgano de contratación de 1 de julio de 2026, en el que solicita su 
desestimación. 
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Cuarto.- El 2 de julio se confiere traslado del recurso a los licitadores 
a fin de que formulen las alegaciones convenientes a su derecho. El 21 de julio 
presenta alegaciones la empresa Interclym, S.A. que, por las consideraciones 
que expone y documentación que acompaña, insta la desestimación del recurso. 

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP) y en el artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 
de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 
 

2º.- La recurrente está legitimada para interponer el recurso especial 
en materia de contratación a tenor del artículo 48 de la LCSP y se ha acreditado 
la representación con la que actúa en el procedimiento. 
 

El recurso se ha interpuesto frente al acuerdo de exclusión del recurrente, 
en uno de los lotes de un contrato de suministro cuyo valor estimado (908.400 
euros) es superior a 100.000 euros, susceptible, por tanto, de recurso especial 
en materia de contratación, conforme los artículos 44.1.a) y 44.2.b) de la 
LCSP. Este artículo 44.2.b) de la LCSP considera actos de trámite cualificados 
“los actos de la mesa o del órgano de contratación por los que se acuerde la 
admisión o inadmisión de candidatos o licitadores, o la admisión o exclusión 
de ofertas, incluidas las ofertas que sean excluidas por resultar anormalmente 
bajas como consecuencia de la aplicación del artículo 149”.  

 
No procede la admisión del recurso respecto a la propuesta de 

adjudicación del lote n.º 3 a la empresa Interclym, que no es un acto recurrible 
conforme al artículo 44 de la LCSP.  

 
Al no recurrirse la adjudicación no ha operado la suspensión automática 

prevista en el artículo 53 de la LCSP a la que hacía referencia el recurso, tal 
como se expuso en el antecedente segundo de esta resolución, en los 
siguientes términos: “De conformidad con el artículo 53 LCSP una vez 
interpuesto el recurso, si el acto recurrido es el de adjudicación, quedará en 
suspenso la tramitación del procedimiento”.  
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En cualquier caso, no se alegaban eventuales perjuicios conforme al 
artículo 49 de la LCSP que posibilitasen la adopción de una medida cautelar de 
este tipo. Junto a ello, en el informe al recurso, el órgano de contratación alegó 
que la medida de suspensión “provocaría graves perjuicios al interés público, 
debido al riego de perder la financiación proveniente de los Fondos de 
cooperación Económica Local General 2025, línea Objetivo Desarrollo 
Sostenible, convocados por Orden PRE/200/2025, de 28 de febrero de 2025, 
ya que el contrato debe estar formalizado antes de octubre de 2026, ya que 
el Ayuntamiento no puede abordar esta inversión con fondos propios”. 
 

El recurso contra la exclusión se ha interpuesto en el plazo previsto en 
el artículo 50.1.c) de la LCSP. 
 

3º.- La solución del recurso exige determinar si la exclusión de la oferta 
de la recurrente se ajustó al régimen jurídico de la contratación del sector 
público contenido en la LCSP y en la normativa de desarrollo, así como al pliego 
de cláusulas administrativas particulares (PCAP) y de prescripciones técnicas 
(PPT) rectores del contrato. 

 
En relación con la vinculación de las ofertas al contenido de los pliegos, 

hay que tener en cuenta que el artículo 124 de la LCSP establece que “El 
órgano de contratación aprobará con anterioridad a la autorización del gasto 
o conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del contrato, o de no 
existir ésta, antes de su adjudicación, los pliegos y documentos que contengan 
las prescripciones técnicas particulares que hayan de regir la realización de la 
prestación y definan sus calidades, sus condiciones sociales y ambientales, de 
conformidad con los requisitos que para cada contrato establece la presente 
Ley (…)”.  

 
Por su parte, el artículo 68 del Reglamento General de la Ley de 

Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto 
1098/2001, de 12 de octubre, relativo al “Contenido del pliego de prescripciones 
técnicas particulares”, dispone en el apartado 1 que “El pliego de prescripciones 
técnicas particulares contendrá, al menos, los siguientes extremos: 

 
»a) Características técnicas que hayan de reunir los bienes o 

prestaciones del contrato (…)”. 
 
Los pliegos que elabora la Administración y acepta expresamente el 

licitador al hacer su proposición constituyen la ley del contrato y vinculan tanto 
a la Administración contratante como a los participantes en la licitación. 
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La vinculación supone que no es posible alterar unilateralmente las 
cláusulas contenidas en los pliegos, así lo indica in fine el mismo artículo 124 
de la LCSP, de acuerdo con el cual los pliegos de prescripciones técnicas 
particulares “solo podrán ser modificados con posterioridad por error material, 
de hecho o aritmético. En otro caso, la modificación del pliego conllevará la 
retroacción de actuaciones”; por lo tanto, la Administración debe efectuar la 
valoración de los productos ofertados por los licitadores conforme a los 
criterios recogidos en aquéllos. Respecto de los licitadores, la vinculación 
determina que deben cumplir las condiciones previamente establecidas en los 
pliegos. En este sentido, el artículo 139.1 de la LCSP dispone que “Las 
proposiciones de los interesados deberán ajustarse a los pliegos y 
documentación que rigen la licitación, y su presentación supone la aceptación 
incondicionada por el empresario del contenido de la totalidad de sus cláusulas 
o condiciones, sin salvedad o reserva alguna, así como la autorización a la 
mesa y al órgano de contratación para consultar los datos recogidos en el 
Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o en 
las listas oficiales de operadores económicos de un Estado miembro de la 
Unión Europea”. Por tanto, las especificaciones técnicas incluidas en el pliego 
de prescripciones técnicas deben ser cumplidas por las ofertas. El citado 
pliego, como parte de la documentación contractual, constituye la ley del 
contrato y la presentación de la oferta refleja su aceptación incondicionada. 

 
En consecuencia, la falta de cumplimiento claro de alguna de las 

exigencias establecidas en los pliegos, tanto de cláusulas administrativas como 
de prescripciones técnicas, debe aparejar la exclusión del licitador porque ello 
supondría la imposibilidad de ejecutar el contrato en los términos y con las 
condiciones previamente fijadas por la Administración y aceptados por el 
licitador al presentar su oferta, y, además, de no acordarse se generaría una 
situación de desigualdad contraria a los principios de transparencia e igualdad 
de trato inspiradores de la normativa nacional y comunitaria en materia de 
contratación pública. 

 
Como señalan las Resoluciones 96/2025, de 5 de junio, 28/2025, de 19 

de febrero, o 50/2024, de 22 de abril, de este Tribunal, “el incumplimiento ha 
de ser claro, es decir, referirse a elementos objetivos, perfectamente definidos 
en el PPT, y deducirse con facilidad de la oferta, sin ningún género de dudas, 
la imposibilidad de cumplir con los compromisos exigidos en los pliegos. Así, 
no es admisible motivar el incumplimiento acudiendo bien a razonamientos 
técnicos más o menos complejos fundados en valoraciones subjetivas, bien a 
juicios técnicos o de valor relativos a la capacidad o aptitud de los licitadores 
para cumplir lo ofertado”. 
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A su vez refieren que “en caso de omisiones, debe presumirse que la 
propuesta del licitador en el aspecto omitido se ajusta al PPT; y si los términos 
y expresiones empleados son ambiguos o confusos, pero admiten una 
interpretación favorable a su cumplimiento, esta es la que debe imperar. Solo 
cuando el incumplimiento sea expreso, de modo que no quepa duda alguna 
que la oferta es incongruente o se opone abiertamente a las prescripciones 
técnicas contenidas en el pliego, procede la exclusión”.  
 

Por su parte, el artículo 126 de la LCSP, señala en su apartado 1 que “Las 
prescripciones técnicas a que se refieren los artículos 123 y 124, proporcionarán 
a los empresarios acceso en condiciones de igualdad al procedimiento de 
contratación y no tendrán por efecto la creación de obstáculos injustificados a 
la apertura de la contratación pública a la competencia”. 

 
Junto a ello, hay que tener en cuenta que la naturaleza y extensión de 

las necesidades a satisfacer y la idoneidad del objeto y contenido del contrato 
para atenderlas es una competencia del órgano de contratación, sin que sea 
facultad de los licitadores exigir un determinado objeto contractual o un 
determinado contenido en los pliegos. 

 
4º.- La exclusión acordada lo fue sobre la base del informe técnico de 

valoración en que consta lo siguiente:  
 

“Al revisar la documentación técnica aportada por la empresa RCM 
Iberica Barredoras Industriales S.L se comprueba que incumple los siguientes 
requisitos exigidos en el Pliego de Prescripciones Técnicas, por lo tanto, se 
propone que sea excluido y no se realiza la valoración de su oferta: 

 
»• En el apartado 3.1.1 Motor y transmisión del PPT se 

indica que el motor de la barredora cumplirá con la normativa sobre emisión de 
gases contaminantes y nivel sonoro Euro VI D o superior. En la documentación 
aportada por la empresa RCM Ibérica Barredoras Industriales S.L., concretamente 
en la Ficha Técnica, se observa que el motor de la barredora cumple la 
normativa Euro VI C, que es anterior e inferior a la exigida en el PPT. 

 
»• En el apartado 3.1.5 Cabina, en el punto primero, se 

indica que la cabina cumplirá con la norma EN15695 que define las 
especificaciones de la calidad del aire en la cabina para la maquinaria industrial 
agrícola y de movimiento de tierras. En la documentación aportada por la 
empresa no se ha encontrado ningún documento que acredite que se cumple 
este requisito. 
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»• En el apartado 3.2.1 Sistema de barrido, en el punto 
sexto, se indica que el cepillo frontal estará montado sobre un carro que se 
desplazará lateralmente por la parte delantera de la máquina. En la 
documentación aportada por la empresa se observa que el sistema del tercer 
cepillo es distinto al exigido en el PPT”. 

 
La recurrente cuestiona la exclusión acordada y las propias prescripciones 

del PPT. Ahora bien, este licitador no impugnó en plazo los pliegos, ni tampoco 
con motivo de este recurso contra la exclusión articula con claridad un recurso 
indirecto contra los pliegos, por cuanto el suplico, al que se hace referencia en 
el antecedente segundo de esta resolución, no solicita la anulación de los 
pliegos expresamente. 

 
En cualquier caso, procede recordar que la Sentencia 398/2021, de 22 

de marzo, de la Sala Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo (rec. 
4883/2019), fija la doctrina de los límites de la impugnación indirecta de un 
pliego de contratación al tiempo de recurrir los actos de adjudicación o 
exclusión en el siguiente sentido: “Por razón de lo expuesto y a los efectos del 
artículo 93.1 de la LJCA, a la cuestión que presenta interés casacional objetivo 
se responde que cabe excepcionalmente la impugnación indirecta de los pliegos 
rectores de la licitación, consentidos por no haberse impugnado directamente. 
Para ello deben probarse o las circunstancias a las que se refiere la 
jurisprudencia del TJUE o que incurren en motivos de nulidad de pleno 
Derecho, motivos que se aprecian de forma excepcional y restrictiva”. 

 
Como aclara la misma sentencia, “(…). A esta jurisprudencia se añade 

la sentencia eVigilo, que matiza la regla general de inatacabilidad de los pliegos 
consentidos. Así en lo procedimental el plazo preclusivo para impugnarlos se 
inicia cuando el licitador `tuvo o debiera haber tenido conocimiento de la 
alegada infracción´, y en lo sustantivo esa infracción se concreta en que los 
pliegos le sean `incomprensibles o [carezcan] de claridad´. En otras palabras, 
es posible la impugnación indirecta cuando un `licitador razonablemente 
informado y normalmente diligente no pudo comprender las condiciones de la 
licitación [sino] hasta el momento en que el poder adjudicador, tras haber 
evaluado las ofertas, informó exhaustivamente sobre los motivos de su 
decisión´. Obviamente tales circunstancias deben estar probadas”. 

 
Ahora bien, en el supuesto planteado, a través del recurso no se 

acredita la concurrencia de causas de nulidad de pleno derecho conforme al 
artículo 39 de la LCSP y, por otra parte, se considera que el licitador pudo 
comprender las condiciones de la licitación con el empleo de una diligencia 
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adecuada, ya que los pliegos, como se expondrá a continuación, detallaban 
con claridad las especificaciones técnicas de obligado cumplimiento. 

 
El informe al recurso se acompaña de informe técnico del servicio de 

Limpieza municipal que procede al análisis de las alegaciones del recurso. 
 
Sobre el primero de los puntos en que se funda la exclusión (el 

incumplimiento de la clasificación de emisiones Euro 6 D o superior del apartado 
3.1.1 del PPT) la recurrente defiende que, contrariamente a lo afirmado, “la 
clasificación Stage V es equivalente a la Euro 6, y ambas viables y/o permitidas 
por la normativa para las `máquinas automotrices´. De hecho, una máquina 
barredora –`maquinaria Móvil no de carretera (MMNC)´ debe instalar por norma 
motor Stage V, si bien se permite como alternativa secundaria la instalación 
de motor Euro 6´. La Normativa Europea de Emisiones para maquinaria (NRMM) 
2016/1628/CE o normativa Stage 5, entró en vigor el 1 de enero de 2019, 
modificando y derogando la anterior Directiva 97/68/CE que hasta la fecha 
regulaba las emisiones emitidas por maquinaria industrial. Esta normativa afecta 
a todos los motores de combustión interna para maquinaria, aunque el equipo 
no circule en vía pública, ya que constituyen una proporción considerable del 
total de emisiones antropogénicas de determinados contaminantes atmosféricos 
nocivos”.  

 
En apoyo de su alegación aporta, entre otros documentos, certificado 

de la empresa Ingeniería Métodos Y Desarrollo, S.L.U. de 24 de junio de 2026, 
que concluye que “exigir en el pliego de condiciones un motor Euro VI-D o 
superior parece un error o un exceso ya que lo exigido para poder homologar 
es Fase V. Adicionalmente aportamos las fichas reducidas de los otros 
fabricantes en los que aparece que las máquinas cumplen con la fase V, 
adjunto algunas de ellas”. 

 
A este respecto, el apartado 3.1.1 del PPT prevé que “El motor cumplirá 

con la normativa sobre emisión de gases contaminantes y nivel sonoro Euro 
VI D o superior”.  

 
El informe técnico al recurso corrobora que “De la documentación 

presentada junto con la oferta resulta que la máquina ofertada incorpora un 
motor cuya ficha técnica identifica la clasificación Euro VI C, circunstancia 
expresamente recogida por la Mesa de Contratación como motivo de exclusión. 
Asimismo, la propia argumentación del recurso abandona dicha clasificación 
para defender posteriormente la supuesta equivalencia entre Stage V y Euro 
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VI, lo que evidencia que la propia recurrente reconoce que el vehículo ofertado 
no acredita el cumplimiento literal del requisito exigido”. 

 
El mismo informe rechaza la alegada equivalencia jurídica de la normativa 

Stage V y de la norma Euro VI, al sostener que “ambas regulaciones responden 
a marcos normativos completamente distintos, no existiendo equivalencia u 
opcionalidad entre ellas: 

 
»• El Reglamento (UE) 2016/1628 regula los límites de emisiones 

de los motores destinados a maquinaria móvil no de carretera (NRMM). 
 
»• El régimen Euro VI, regulado fundamentalmente por el 

Reglamento (CE) nº 595/2009 y su normativa de desarrollo, resulta aplicable 
a vehículos destinados a la circulación por carretera. 

 
»Aunque ambas normas persiguen objetivos medioambientales 

semejantes, regulan categorías distintas de motores, utilizan procedimientos 
de homologación diferentes y no establecen ninguna declaración normativa de 
equivalencia automática entre ambas. Ellos mismos marcan una diferencia 
significativa entre ellas al señalar que los vehículos bajo el Reglamento (UE) 
2016/1628, llevan matricula roja y pueden circular como máximo a 40km/h 
mientras que bajo el régimen Euro VI, pueden superar esta velocidad. 

 
»Por ello, la Administración contratante podía legítimamente 

exigir, en ejercicio de la discrecionalidad técnica que le reconoce el artículo 126 
de la LCSP, que el vehículo ofertado cumpliera específicamente la clasificación 
Euro VI D o superior, sin que corresponda al órgano de contratación ni al 
Tribunal sustituir dicha decisión técnica por otra distinta una vez aprobados 
definitivamente los pliegos”. 

 
De acuerdo con ello, procede desestimar esta alegación. 
 
5º.-En segundo término, en relación con el incumplimiento de la norma 

EN15695 que define las especificaciones de la calidad del aire en la cabina, la 
recurrente no defiende su cumplimiento, sino que sostiene la inadecuación de 
su exigencia en el PPT, puesto que “El Pliego de Prescripciones Técnicas exige 
que la barredora objeto del suministro cumpla la norma EN 15695, indicando 
expresamente que dicha norma define las especificaciones de calidad del aire 
en cabina para maquinaria industrial, agrícola y de movimiento de tierras. 
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»Sin embargo, la maquinaria objeto de la presente licitación es 
una barredora vial destinada a la prestación del servicio de limpieza viaria 
urbana, actividad claramente diferenciada de los trabajos agrícolas, fitosanitarios 
o de movimiento de tierras para los que fue concebida la citada norma”. 

 
En consecuencia, considera que “La exigencia obligatoria de la norma 

EN 15695 reduce significativamente el número de fabricantes y modelos que 
pueden concurrir a la licitación” y que “la referencia exclusiva a dicha norma 
constituye una exigencia desproporcionada al existir soluciones técnicas 
equivalentes capaces de satisfacer adecuadamente las necesidades del 
servicio”. Acompaña certificado del fabricante de 22 de junio de 2026, según 
el cual la “barredora modelo M60 PLUS, dispone de cabina cerrada para el 
operador equipada con sistema de filtración y presurización de aire destinado 
a minimizar la entrada de polvo y partículas procedentes del exterior durante 
las operaciones de barrido y limpieza viaria. (…)”. 

 
Por el contrario, el informe técnico al recurso considera que “La exigencia 

de una cabina que garantice unas determinadas condiciones de estanqueidad, 
filtración y calidad del aire guarda una relación directa con la protección de la 
salud del conductor durante la prestación continuada del servicio de limpieza 
viaria”, pues “las barredoras municipales desarrollan su actividad precisamente 
en entornos con elevadas concentraciones de polvo en suspensión, partículas 
finas, esporas, polen, así como residuos orgánicos como pises o heces y otros 
contaminantes generados por la propia operación de barrido circunstancias 
que justifican plenamente la exigencia de sistemas avanzados de protección 
del operador”. 

 
De acuerdo con ello, puede convenirse con la conclusión de este informe 

que “no puede sostenerse que la referencia a la norma EN 15695 resulte 
manifiestamente arbitraria o desconectada del objeto contractual” y que, “aun 
cuando pudiera discutirse la oportunidad técnica de dicha exigencia -cuestión 
que no corresponde analizar en este procedimiento al tratarse de un pliego 
firme-, ello no altera el hecho determinante de la exclusión: la oferta presentada 
no acreditó documentalmente el cumplimiento del requisito exigido. 

 
»En consecuencia, el órgano de contratación actuó correctamente 

al apreciar que la documentación presentada no acreditaba el cumplimiento 
de una prescripción obligatoria del Pliego, sin que dicha deficiencia pudiera ser 
posteriormente subsanada mediante la aportación de nuevos certificados 
elaborados una vez finalizado el procedimiento de presentación de ofertas”. 
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Además, la aportación de nuevos certificados no incluidos en la oferta 
supondría una modificación de esta contraria al principio de igualdad.  

 
En consecuencia, se debe desestimar también esta alegación. 
 
6º.- Por último, las alegaciones del recurso tampoco desvirtúan el 

incumplimiento del apartado 3.2.1 del PPT por ser distinto el sistema de 
montaje del cepillo ofertado, al previsto en el pliego, que indica que el cepillo 
frontal estará montado sobre un carro que se desplazará lateralmente por la 
parte delantera de la máquina. 

 
Según la recurrente, la configuración exigida constituye una solución 

técnica específica utilizada por determinados fabricantes, mientras que la 
mayor parte de las barredoras de última generación disponibles actualmente 
en el mercado incorporan sistemas alternativos de posicionamiento de cepillos 
que permiten obtener prestaciones equivalentes o superiores en términos de 
alcance, maniobrabilidad, calidad de barrido, mantenimiento y fiabilidad. 

 
El informe técnico al recurso corrobora el incumplimiento, al señalar que 

“Del examen de la documentación técnica presentada por la recurrente se 
desprende que el sistema de barrido ofertado responde a una configuración 
constructiva distinta de la exigida por el Pliego, circunstancia que fue 
expresamente recogida en el informe técnico que sirvió de fundamento al 
acuerdo de exclusión. (…)”. 

 
Añade que “La documentación aportada junto al recurso consistente en 

catálogos comerciales de otros fabricantes tampoco altera esta conclusión. La 
circunstancia de que existan en el mercado otros modelos con soluciones 
técnicas diferentes carece de relevancia jurídica para resolver el presente 
recurso. Lo determinante no es si existen otras tecnologías igualmente eficaces, 
sino si la oferta presentada cumple las prescripciones técnicas obligatorias del 
PPT. Y, conforme al informe técnico emitido durante la tramitación del 
procedimiento de licitación, la respuesta debe ser necesariamente negativa. 
En consecuencia, el acuerdo de exclusión resulta plenamente ajustado a 
Derecho, debiendo desestimarse igualmente este motivo del recurso”. 

 
De conformidad con las consideraciones anteriores, no procede acceder 

a las pretensiones contenidas en el recurso, toda vez que la valoración que sirve 
de base a la exclusión impugnada resulta acomodada a las determinaciones 
de los pliegos rectores del contrato y, de acuerdo con el parecer del informe 
al recurso del órgano de contratación, emitido por el Área de Salud Pública y 
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Seguridad Ciudadana, “En este caso, no se aprecia la existencia de la causa 
de nulidad alegada por la recurrente. En primer lugar, porque han concurrido 
hasta dos empresas a la licitación y ninguna de ellas ha impugnado 
directamente el pliego técnico, lo que constituye al menos un indicio de que 
las condiciones no eran tan restrictivas como la recurrente sostiene. Además, 
en el PPT no se hace referencia a una fabricación o procedencia determinada, 
ni a un procedimiento concreto que caracterice a los productos o servicios 
ofrecidos por un empresario determinado o a marcas, patentes o tipos o a un 
origen o a una producción determinados, con la finalidad de favorecer o 
descartar ciertas empresas o ciertos productos. Tampoco queda acreditado 
que se trate de una especificación técnica arbitraria que tenga la virtualidad 
de restringir efectivamente la competencia”. 

 
En su virtud, y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por RCM Ibérica Barredoras Industriales, S.L. contra su exclusión 
del procedimiento de licitación del contrato de suministro de varios vehículos 
destinados al Servicio de Limpieza del Ayuntamiento de Valladolid, e inadmitir 
el recurso contra la propuesta de adjudicación del contrato (expediente SPSC-
SE 07/2026). 

 
Segundo.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde 
el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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